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FALLO

Ha decidido

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno

Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 2.216/89. interpuesto
por don Arturo Menéndez Fanjul, representado por el
Procurador don Antonio de Palma Villalón y defendido
por el Letrado don Alberto Alonso Cuervo. frente a Sen­
tencia de 20 de septiembre de 1989. de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha comparecido el
Instituto Nacional de la Seguridad Social. representado
por el Procurador Sr. Alvarez Wiese y defendido por el
Letrado don Enrique Suñer Ruano. Ha sido Ponente el
Presidente del Tribunal. don Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 10 de
noviembre de 1989. don Antonio de Palma Villalón. Pro­
curador de los Tribunales y don Arturo Menéndez Fanjul,
interpone recurso de amparo contra l.a Sentencia de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. de 20 de septiembre de 1989. que en supli­
cación revoca parcialmente la dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 1 de los de Gijón en autos sobre
invalidez.

2. Los hechos de los que trae origen el presente
recurso de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) El recurrente obtuvo baja por enfermedad en
1978 y solicitó en 1981 declaración de invalidez per­
manente. tras haber estado en situación de invalidez
provisional. siéndole denegada tal pretensión. En 1984
formuló nueva propuesta de invalidez permanente. que
fue declarada por la Dirección Provincial correspondiente
del INSS con efectos económicos de fecha 26 de julio
de 1984 y fijándose una base reguladora determinada
en aplicación del Real Decreto 1071/1984. de 23 de
mayo. Frente a esta Resolución administrativa, el
recurrente formuló demanda jurisdiccional. intéresando
se le reconocieran efectos económicos desde 1981.
fecha en que hizo la primera propuesta. y. en ningún
caso. posteriores al 31 de mayo de 1984. fecha en q~e
finalizó la invalidez provisional. El Juzgado de lo SOCial
núm. 1 de los de Gijón desestimó la demanda por enten­
der que la fecha del hecho causante es la de la pro­
puuesta de la unidad de valoración médica: el 26 de
julio de 1984. tal y como resolvió el INSS y en esa
fecha la base reguladora debía calcularse conforme a
la disposición vigente. el Real Decreto 1071/1984, de
23 de mayo.

b) Interpuesto recurso de suplicación. la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid estimó
el recurso y revocó parcialmente la Sentencia recurrida.
declarando el derecho del trabajador a percibir la pres­
tación de invalidez permanente absoluta con efectos des­
de el 31 de mayo de 1984.

3. El recurrente estima que se ha producido una
situación de indefensión (art. 24.1 de la Constitución).
porque si bien la Sala acepta en parte la tesis del tra­
bajador según la cual la fecha de invalidez no puede
remontarse. en todo caso. a tiempo posterior al del ago­
tamiento del plazo de seis años previsto en el art.
133.1.d) de la L.S.S.. plazo que convierte la invalidez
provisional en permanente. acaba por rechazar la pre-

Sala Primera. Sentencia 18/1993, de 18 de
enero. Recurso de amparo 2.216/1989. Con­
tra Sentencia de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid que, en
suplicación, revoca parcialmente la dictada
por el Juzgado de lo Social núm. 1 de Gijón,
en autos sobre invalidez. Vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva: interpretación
restrictiva de las normas procesales que regu­
lan la revisión de la base reguladora.
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172/1989. fundamento jurídico 3.0
). «Tales derechos

alcanzan relevancia constitucional únicamente si se acre­
dita que en el Centro Penitenciario en el que se cumpla
la condena existe puesto de trabajo a cuya adjudicación
se tenga derecho dentro del orden de prelación esta­
blecido -El cual no podrá ser arbitrario o discrimina­
torio-. pese a lo cual la autoridad judicial no adopta
las medidas adecuadas para compeler a la Administra­
ción a que lo satisfaga.. (AATC 256/1988 y 95/1989).

3. Por consiguiente. sólo cabría otorgar el amparo
solicitado si existiera un puesto de trabajo adecuado
disponible en la prisión y al mismo tuviera derecho el
solicitante de amparo dentro del orden de prelación esta­
blecido. para el caso de que no existan puestos de trabajo
remunerados para todos. A tal respecto. no se ha acre­
ditado ni desde luego consta en las actuaciones que
ni en el Centro Penitenciario de Bonxe. ni en el Centro
Pltnitenciario de cumplimiento del Puerto de Santa María
existieran ni existan puestos de trabajo para todos los
que en él cumplen pena privativa de libertad. lo que
ha permitido aún la estructura y condiciones de esos
centros penitenciarios. Por consiguiente, el recurrente
no tiene un derecho. que este Tribunal pueda protegerle
y garantizarle. a obtener un concreto puesto de trabajo.
al no haber alegado ni acreditado la existencia de puestos
de trabajo disponibles ni que en su concesión se haya
dejado de respetar el orden de prelación establecido.
o se haya aplicado el mismo de una forma arbitraria
o discriminatoria.

Por ello. procede desestimar el presente recurso de
amparo.

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado...

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez~Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mindizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.
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tensión de modificar la base reguladora, porque no cons­
tan en los hechos probados de la Sentencia del Juzgado

. de lo Sacial los datos necesarios para su cálculo con­
forme a la normativa anterior al Real Decreto
1071/1984 y por no haberse formulado petición COrrec­
ta para su revisión en vía de suplicación. Sin embargo,
el recurso de suplicación interpuesto tenía como fina­
lidad principal la nulidad de actuaciones, reponiendo los
autos al juicio oral, para revisar la base reguladora, y,
por otra parte, ante el Juzgado de lo Social se propuso
como prueba que se aportase a juicio por la parte deman­
dada el expediente tramitado ante la comisión califica­
dora. En resumen, y esto constituye el fundamento del
amparo que se pide, al no cumplirse lo solicitado en
la demanda y aceptado por el Juez, debido a la pasividad
del Juez de lo Social primero y luego por no declararse
la nulidad de actuaciones por la Sala, se causa un irre­
parable perjuicio al recurrente, consistente en la no revi­
sion de la base reguladora y constitutivo de indefensión.

Denuncia el demandante de amparo una supuesta
indefensión (art. 24.1 de la Constitución) derivada de
los siguientes datos: cuando en 1984 se solicitó la inva­
lidez permanente ya no existía la empresa en la que
trabajaba el recurrente y no podía. por tanto, ofrecerse
un certificado de salarios reales; por ello se pidió como
prueba que se aportase por el INSS, aunque este reque­
rimiento no Ilelló a ser cumplimentado. según el recurren­
te; como consecuencia de todo esto, aunque la Sala
reconoce que tiene razón el recurrente sobre el momento
en que deben concederse efectos a la invalidez. no revisa
la base reguladora por carecer de datos para ello en
los antecedentes de hechos probados de la Sentencia
de instancia. entendiendo que ello provoca la situación
de indefensión.

4. Por providencia de 9 de julio de 1990. se acordó
admitir a trámite la demanda y tener por recibidas las
actuaciones. Por providencia de 5 de noviembre siguien­
te se acordó tener por personado al Procurador del Sr.
Alvarez Wiese en nombre del INSS y conceder a las
partes el plazo de veinte días para alegaciones.

5. En su escrito de 20 de noviembre. ellNSS afirma
que no se ha producido indefensión al recurrente, por
las siguientes r¡¡zones:

a) El actor manifiesta que se le ha causado inde­
fensi.ón al no haber aportado aIINSS, como se le requirió.
certificación de los salarios de la última empresa en que
prestó servicios el recurrente. Sin embargo, según consta
en el fundamento de Derecho primero de la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia {(la certificación pedida
al INSS figura en autos, en el ramo de la prueba del
hoy recurrente».

b) No se ha producido indefensión, ya que según
consta en la Sentencia recurrida -fundamento 6. 0

_ en
cuanto a la base reguladora. {(no se ha formulado petición
correcta para su revisión en vía de suplicación». es decir,
el recurrente no ha hecho constar en la revisión de
~echos probados de la Sentencia de instancia la base
reguladora que consideraba ajustada' a Derecho. Esta
negligencia por parte del recurrente no la puede suplir
el Tribunal Superior de Justicia (Sentencia del T.C.T. de
1 de diciembre de 1987. rec. núm. 26.830, {(el Tribunal
Central no puede suplir las deficiencias u omisiones que
incumben a la actividad propia de las partes»).

En el recurso de suplicación si el recurrente pretendía
la revisión del relato de los hechos probados debía cum­
plir la exigencia de fijar e individualizar aquellos sobre
los que dirige su pretensión concretando los términos
en que deben quedar redactados. adicionados o sum­
primidos y apoyar tal pedimento en pruebas con valor
revisorio suficiente para evitar el error del juzgador. Exi­
gencias, que se derivan de la naturaleza extraordinaria

de la suplicación que. al no constituir una segunda ins­
tancia, impiden que el Tribunal ad quem pueda valorar
de nuevo toda la prueba practicada en el proceso, y
que tienden a evitar la clara situación de indefensión
en que quedaría la contraparte al no poder oponer argu­
mentos defensivos a los inconcretos pedimentos formu­
lados. Y así ocurre en el presente caso, por cuanto en
el recurso de suplicación -al ampararse en el núm. 2.odel
arto 152 de la L.P.L.- el recurrente no hace referencia
concreta a ninguno de los hechos declarados probados
en la Sentencia. ni. obviamente. al sentido de su revisión,
ni, por último. a la prueba documental concreta e indi­
vidualizada en que apoyar tan genérica pretensión.

c) Es más. en el supuesto de que la fundamentación
jurídica contenida en la resolución judicial que se impug­
na pudiera resultar discutible, ello no lesiona el mentado
derecho -arto 24 de la Constitución-, pues si se enten­
diera de otro modo. se estaría transformando el recurso
de amparo en una nueva casación controladora del ajus­
te o desajuste de las Sentencias con la legalidad o la
interpretación que de ellas se ha hecho.

La doctrina sentada por el Tribunal Constitucional
(STC 90/1990), sobre el problema de {(cuál sea la norma
aplicable al caso concreto es una cuestión de estricta
legalidad ordinaria que no corresponde resolver al Tri­
bunal Constitucional» (STC 211/1988, fundamento jurí­
dico 2.0

• entre otras). en tanto que ,<la selección de las
normas aplicables y su interpretación corresponde, en
principio, a los Jueces y Tribunales ordinarios. en el ejer­
cicio de la función jurisdiccional que. con carácter exclu­
sivo les atribuye el arto 117.3 de la Constitución» (STC
178/1988, fundamento jurídico 2.0

).

Es, pues, facultad propia de la jurisdicción ordinaria
determinar la norma aplicable al supuesto controvertido.
Determinación que podría constituir vulneración de la
legalidad ordinaria. pero no lesión de la Constitución.
El control por parte del Tribunal Constitucional de la
selección de la norma aplicable llevada a cabo por los
órganos jurisdiccionales sólo podrá deducirse. en tér­
minos generales, si se ha tratado de una selección arbi­
traria o manifiestamente irrazonable (STC 23/1987, fun­
damento jurídico 3.0

), requisito que no se da en el pre­
sente supuesto.

En definitiva, la selección como norma aplicable del
R.D. 1071/1984. de 23 de mayo, yno de la O.M. de
14 de abril de 1969. podrá ser más o menos convincente
y más o menos correcta desde la perspectiva de la lega­
lidad ordinaria. pero no puede considerarse lesiva del
arto 24 de la Constitución, puesto que no fue arbitraria
ni manifiestamente irrazonable.

6. El solicitante de amparo en su escrtito de ale­
gaciones reitera el contenido de la demanda. se refiere
a los hechos que están en la base de su pretensión
y reitera la trascendencia a efectos de su pretensión
en el proceso a quo de la aportación de los documentos
que se solicitaron y que resultaron fundamentales y
determinaron su indefensión por no poder probar la cau­
sa fundamental de su petición. Se solicita la estimación
del amparo y la declaración de nulidad de actuaciones
para que el titular del Juzgado de lo Social requiera al

. INSS la documental solicitada en su día o que se declare
como ley aplicable para la determinación de la base regu­
ladora del expediente de invalidez permanente la O.M.
de 14 de abril de 1969.

7. El Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones
indica que en la demanda de amparo se alega haber
sufrido indefensión por la falta de aportación a los autos
de la prueba solicitada en la demanda y en el acto del
juicio. admitida por el juzgador, y cuya omisión ha deter­
minado que el Tribunal Superior no haya podido fijar
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la base reguladora conforme a la normativa anterior
de 1984.

La cuestión, así concretada, resulta en todo caso inde­
bidamente planteada pues revela que la parte ignora
lo dicho por el propio Tribunal Superior de Justicia en
su Sentencia, cuando afirma (ED. 1) que la «indefensión
no puede aceptarse... pues la certificación pedida allNSS
figura en autos en el ramo de prueba del accionante»,
lo cual además es cierto como puede comprobarse exa­
minando el folio 45 de los autos 3.279/85 que el Tri·
bunal Constitucional ha recibido.

No es por ahí donde a juicio del Fiscal puede encono
trarse la posible vulneración del arto 24 C.E, sino más
bien en la decisión tomada por el Tribunal Superior de
Justicia cuando tras estimar el recurso de suplicación
en parte y fijar la fecha del hecho causante en el mes
de mayo de 1984, no es consecuente con ello y se
abstiene de determinar la base reguladora conforme a
la normativa anterior al Real Decreto de 23 de mayo
de 1984, que entró en vigor el 8 de junio de ese año,
«al no constar en los hechos probados de la Sentencia
-de instancia- los datos necesarios para calcular la base
reguladora... y no haberse formulaldo petición correcta
para su revisión en vía de suplicación».

Evidentemente: si como hemos visto, en el recurso
de suplicación (motivo primero), se pidió (conforme al
arto 152.2 de la L.P.L.) una revisión de los hechos pro­
bados solicitando una nueva redacción del hecho tercero .
en el que entre otras cosas debía figurar «fijando un¡¡
base reguladora de 1.649.676 pesetas anuales para el
cálculo de la prestación derivada de la incapacidad pero
manente reconocida», añadiendo que la citada base
reguladora "se deduce del documento 45 de autos» (sin
perjuicio de lo contradictoria que pudiera parecer esta
manifestación del recurrente); si efectivamente este
documento consta unido en ese folio de los autos, y
si en la Sentencia de instancia no se incorporaron a
los hechos probados los datos necesarios para fijar la
base reguladora porque el Magistrado no los precisaba,
al entender aplicable el R.O. del 23 de mayo de 1984,
parece que la decisión del Tribunal Superior de Justicia
al negarse a fijar la base reguladora carecer de moti·
vación, es en exceso formalista y por ello viola el derecho
de tutela judicial del arto 24.1 C.E.

Dados los términos poco precisos e incluso impropios
(véase punto 2. 0 del suplico de la demada) en que se
encuentra redactada la demanda de amparo, este plan·
teamiento del problema viene a suplir lo que en aquélla
no se dice expresamente, pero también es cierto que,
de algunos pasajes de ella y de su alegación de inde­
fensión puede deducirse este punto de vista y está laten·
te a lo largo de la demanda.

Es verdad. por otra parte, que esta cuestión podría
estimarse de mera legalidad ordinaria, en cuanto con·
siste en la interpretación de las normas que el Tribunal
ha efectuado a consecuencia de un recurso de supli·
cación acaso no suficientemente preciso; sin embargo,
lo que lleva el Ministerio Fiscal a estimar procedente
el amparo es, concretamente, que en las circunstancias
que ya se han señalado, la resolución del Tribunal Supe­
rior aparece en exceso formalista e infundada, lo cual
afecta ya a un derecho fundamental.

8. Por providencia de 12 de enero de 1993 se seña·
ló para deliberación y votación del presente recurso el
día 18 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. En la demanda de amparo alega el recurrente
que ha sufrido indefensión porque la Sentencia del Tri·
bunal Superior de Justicia que estimó parcialmente el

recurso de suplicación, al fijar una determinada fecha
como inicio de efectos económicos de la invalidez, no
ha accedido a la revisión de la base para el cálculo de
la prestación «al no constar en los hechos probados de
la Sentencia los datos necesarios para calcular la base
reguladora conforme a la normativa anterior al R.O. de
23 de mayo de 1984, y no haber formulado petición
correcta f)8ra su revisión en via de suplicación», siendo
así que tal prueba había sido solicitada en. la demanda
yen el juicio oral y fue admitida por el Juez de instancia,
y su omisión es la que ha determinado que el Tribunal
Superior de Justicia no haya podido fijar correctamente
esa base reguladora. en perjuicio del solicitante de
amparo.

Han de quedar fuera de este proceso constitucional
todas las cuestiones relativas a declarar la Ley aplicable
para la determinación de la base calculadora o para fijar
la fecha del hecho causante; tan sólo hemos de examinar
si es imputable al órgano judicial la omisión que se
denDncia.

Por de pronto, como señala el Ministerio Fiscal, el
propio Tribunal Su"perior de Justicia en el fundamento
jurídico primero de su Sentencia excluye que tal inde­
fensión se haya sufrido en el supuesto presente, «pues
la certificación pedida allNSS figura en autos en el ramo
de la prueba del accionante», y como tal también en
los autos que· se han recibido en este Tribunal (fo­
lio 45). Mal puede, pues, hablarse de indefensión por
omisión de una prueba, cuando ésta se ha practicado
y figura en las actuaciones. A consecuencia de ello, y
en relación con este punto, la Sentencia de suplicación
ha fundamentado adecuadamente su rechazo a la solio
citud de nulidad de actuaciónes por indefensión, sin que
esta decisión pueda entenderse contraria al derecho fun·
damental invocado por el recurrente.

2. La cuestión ha de centrarse, por ello, en la deci­
sión de no revisar la base reguladora por no haberse
hecho constar en los hechos probados de la Sentencia
de instancia los datos necesarios para calcular dicha
base y no haberse formulado petición correctá para su
revisión en vía de suplicación. Según el Ministerio Fiscal,
como en el recurso de suplicación se pidió una nueva
redacción del hecho tercero en el que se incluyera una
base reguladora de 1.649.676 pesetas anuales para
el cálculo de la prestación. añadiendo que tal base
reguladora «se deduce del documento 45 de autos
(núm. 2 de la prueba). o sea, del certificado de salarios
de la empresa, que obra en el expediente 79/301261,
prueba que interesó esta parte en momento procesal
oportuno y cuya prueba reprodujo en el acto del juicio
orah>, la decisión del Tribunal Superior carece de moti­
vación, es en exceso formalista y viola por ello el derecho
de tutela judicial efectiva del art. 24.1 e.E.

Es cierto que el motivo primero del recurso de supli­
cación no era suficientemente preciso, y la cuestión de
la nueva base reguladora se entremezcla con el cambio
de fecha de los efectos económicos, que es el que centra
la mayor parte de atención de este motivo, pero los
términos poco precisos o impropios, en que. al igual
que la demanda de amparo, se encuentra redactado el
recurso no puede fundamentar la conclusión a la que
llega el Tribunal Superior para negarse a revisar la base
reguladora reconocida en la Sentencia de instancia. "no
haberse formulado petición correcta para su revisión en
vía de suplicación».

En este punto es necesario recordar la consolidada
doctrina de este Tribunal de que el art. 24.1 e.E. contiene
el derecho de acceso a los recursos legalmente con·
figurados -a salvo las especialidades del orden penal,
que aquí no interesan- y el derecho a obtener una reso­
lución judicial motivada sobre las pretensiones de fondo.
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FALLO

Ha decidido

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

La Sala Primera del Tribunal ConstitUCional. corr,pues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente, don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Glrneno

Sala Primera. Sentencia 19/1993, de 18 de
enero. Recurso de amparo 2.545/1989. Con­
tra Sentencias del Juzgado de Distrito
núm. 2 de San Sebastián y del Juzgado de
Instrucción núm. 3 de la misma ciudad que
condenaron al recurrente en amparo por una
falta de imprudencia. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: indefensión debida
a omisión del Organo judicial.

Dada en Madrid, a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

INSS algo que nunca dijo», pero la misma evidencia de
esta confusión demuestra que, con facilidad, se entendía
que el recurrente hubiera querido y. quería que el INSS
le hubiera reconocido la base reguladora superior tantas
veces mencionada.

De todo ello cabe deducir que la resolución impug­
nada, en su interpretación restrictiva y formalista de las
normas reguladoras del recurso, desconoció las exigen­
cias del art. 24.1 C.E. y debe anularse para que se dicte
otra razonada sobre el fondo de la petición de revisión
de la base reguladora. Cierto es que, en tal extremo,
el Tribunal de suplicación puede apreciar motivos que
impidan o dificulten el examen, como la insuficiencia
del relato de hechos de la Sentencia de instancia, pero
ello no ha de conducir --como sucedió en este caso­
a inadmitir la petición, sino a aplicar los remedios legales
para la subsanación de tal omisión imputable al órgano
de instancia, anulando a su vez su Sentencia, aunque,
como cuestión de legalidad ordinaria, nada hemos de
indicar aquí sobre la forma de remediar tal omisión.

Estimar parcialmente el recurso de amparo formulado
por don Arturo Menéndez Fanjul y representado por el
Procurador don Antonio de Palma VillaIón, y

1.° Anular la Sentencia de 20 de septiembre de
1989 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid.

2.° Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva.

3.° Restablecerlo en su derecho mediante la nueva
Sentencia que la Sala indicada deberá dictar sobre la
petición de base reguladora de la pensión de invalidez
formulada en el recurso de suplicación del demandante
de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado».
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aunque igualmente se satisface este derecho con una
resolución que aprecie un óbice para el examen de fondo,
esto es, la falta de presupuestos procesales o formales,
siempre que este pronunciamiento se funde en causa
legal aplicada de forma razonada y razonable que ase­
gure la mayor efectividad de los derechos fundamentales
en juego, atendiendo, para ello, a una interpretación fina­
lista de las normas que disciplinan el proceso.

3. En el recurso de suplicación laboral, de acuerdo
con la legislación aplicable al caso (texto refundido de
la L.P.L. de 1980), se exige que dicho recurso se funde
en alguno de los motivos del arto 152 de la L.P.L. y
que el escrito de interposición exponga, con suficiente
precisión y claridad, las razones en que se funda el recur­
so, separando las que se refieren al examen del Derecho
aplicado de las que afecten a la revisión de hechos,
debiendo consignarse, en su caso, en el primer lugar
del escrito los razonamientos sobre faltas de Derecho
formal que hayan producido indefensión. Así se preveía
en el arto 156 de la L.P.L., precepto que, sin duda, es
acorde con el contenido del arto 24.1 C.E. en cuanto
persigue que el contenido del recurso -la pretensión
o pretensiones formuladas en éste y su fundamenta­
ción- sea conocido por la otra parte, que pueda así
debidamente defenderse, y por el órgano judicial. que
deberá resolver congruentemente y, por ello, ha de tener
cabal conocimiento del thema decidendi.

De acuerdo con estas premisas, puede considerarse
constitucionalmente válida la configuración del recurso
de suplicación como un recurso de naturaleza extraor­
dinaria, de objeto limitado, en el que el Tribunal ad quem
no puede valorar ex novo toda la prueba practicada ni
revisar el Derecho aplicable, sino que debe limitarse a
las concretas cuestiones planteadas por las partes, en
especial. la recurrente, que habrá de fijar e individualizar
los hechos probados cuya alteración, supresión o adición
pretenda y detallar las normas que estime infringidas
por la resolución impugnada. Es indudable, sin embargo,
que lo relevante, a tal fin, no es la "forma» o "técnica»
del escrito de recurso, sino su contenido, esto es, que
de forma suficientemente precisa exponga los hechos
o razonamientos que estime erróneos y cuáles los que
debieran ser los tenidos por correctos.

4. Desde esta perspectiva, resulta obligado concluir,
que el órgano judicial. según una interpretación flexi­
bilizadora y finalista de las normas disciplinadoras del
recurso, no debe rechazar a limine el examen de una
pretensión por defectos formales o deficiencias técnicas
cuando el escrito correspondiente suministra datos sufi­
cientes para conocer precisa y realmente la argumen­
tación de la parte, que debiera ser analizada para su
estimación o desestimación por motivos materiales.

Pues bien, en el presente supuesto, no parece dudoso
que, aunque con defectuosa técnica y términos impre­
cisos, la parte recurrente dio a entender -desde el inicio
del proceso- que estimaba legalmente correcta una
determinada base reguladora, pidiendo que se declarara
ésta como computable para su pensión de invalidez. Así
lo exponía, sobre todo, en el suplico de su escrito de
recurso de suplicación al decir "que se reconozca al actor
como base reguladora... la de 1.649.676 pesetas anua­
les». Por otro lado, en el motivo primero, aunque con­
fundiera el contenido real con el contenido ideal de la
resolución del INSS, sin ninguna dificultad, se entiende
que pedía la revisión de la cuantía de la base reguladora
y, en concreto, argumentaba que "en cuanto al cálculo
de la base reguladora, la misma se deduce del docu­
mento 45 de los autos..., o sea, del certificado de salarios
de la empresan. Sobre esto último, la Sentencia impug­
nada acertadamente observaba que el recurrente se con­
fundía al pretender "poner en boca de la Dirección del


